
La Presidenta peruana, Dina
Boluarte, nombró sorpresiva-
mente al politólogo Elmer
Schialer como nuevo ministro
de Relaciones Exteriores ayer.

Schialer reemplaza al acadé-
mico conservador Javier Gon-
zález-Olaechea, en el cargo
desde noviembre de 2023 y
que se había convertido en uno
de los críticos más severos del
gobierno del Presidente vene-
zolano, Nicolás Maduro, a ni-
vel internacional.

“Ese es un tema absoluta-
mente delicado (los resultados
electorales en Venezuela).
Nuestra posición, la del Perú,
es una posición firme demó-
crata y a favor de que los pro-
blemas de Venezuela sean re-
sueltos por los venezolanos”,
dijo a la prensa el nuevo canci-
ller.

Schialer, de 64 años, es di-
plomático de carrera y, entre
otros cargos, ha sido secretario

general del Ministerio de Rela-
ciones Exteriores y embajador
de Perú en Alemania. Recien-
temente ocupó el puesto de di-
rector ejecutivo del Capítulo
Perú del Plan Binacional de
Desarrollo de la Región Fron-
teriza Perú-Ecuador. 

La mandataria también cam-
bió a los titulares de Comercio
Exterior, Vivienda y Cultura. 

La remodelación del gabine-
te que preside el primer minis-
tro, Gustavo Adrianzén, se
produjo en medio de insisten-
tes pedidos de agrupaciones
opositoras y cercanas al go-
bierno para que se cambie a va-
rios ministros.

Sin embargo, no ocurrió el
pedido más recurrente: la sali-
da del ministro del Interior,
Juan José Santiváñez, quien es-
tá enfrentado con la Fiscalía y
ha amenazado con denunciar a
los medios de comunicación
que lo vinculen con casos que
actualmente están siendo in-
vestigados.

Perú:

Boluarte cambia a su
ministro de RR.EE. 
Elmer Schialer es un diplomático de carrera
y politólogo que fue embajador en Alemania.

FRANCE PRESSE y EFE 

SCHIALER reemplaza a Javier González-Olaechea.
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MILEI FIRMÓ el decreto que incor-
pora el principio de buena fe. 

La decisión del gobierno de Ja-
vier Milei de restringir por decre-
to el alcance de la ley de informa-
ción pública genera inquietud en-
tre organizaciones civiles y de
prensa en Argentina, que apun-
tan a que la medida podría ser un
“retroceso democrático” y que el
Ejecutivo parece olvidar que “el
secreto es la excepción”. 

La normativa —publicada el
lunes en el Boletín Oficial— esta-
blece que el Estado no está obliga-
do a dar información pertene-
ciente al ámbito de la vida priva-
da de los funcionarios públicos
—“especialmente cuando la soli-
citud pretende ingresar en una
esfera típicamente doméstica”—
ni de todo aquello que sea prepa-
ratorio de una decisión estatal
—como papeles de trabajo o reu-
niones previas— y aumenta los
criterios de excepción para no
brindar información pública.
Además, introduce un artículo
referido a la “buena fe”, el cual in-
dica que la violación a tal princi-
pio configura un ejercicio abusi-
vo del derecho a la información
pública, lo que habilitaría a los
jueces a imponer “indemnizacio-
nes” en tal caso.

La ley de Acceso a la Informa-
ción Pública está vigente hace sie-
te años y tiene por objetivo per-
mitir a la ciudadanía, mediante
un mecanismo, el derecho de ac-
ceso a la información considerada
de carácter público. En estos
años, el acceso autorizado por la
ley ha desvelado comportamien-
tos impropios de las autoridades,
colaborado en la investigación de
causas judiciales o echado luz so-
bre reuniones de funcionarios
públicos, indicó EFE.

En julio pasado, el gobierno ar-

gentino amplió el alcance de la
protección del ámbito privado
cuando el procurador del Tesoro,
Rodolfo Barra, sostuvo que de-
bían rechazarse los pedidos de ac-
ceso a la información sobre los
perros del Presidente Milei que
viven en la quinta de Olivos, la re-
sidencia oficial. Las consultas in-
cluían, por ejemplo, cuánto ha-
bían costado los caniles construi-
dos en la residencia oficial, con-
signó La Nación. Respondiendo a
una consulta de Karina Milei, la

influyente hermana del mandata-
rio, Barra dictaminó que eran pre-
guntas “banales” y que debían re-
chazarse porque hacían parte de
la “vida privada” del Presidente. 

La Fundación Poder Ciudada-
no, una ONG que sigue de cerca
la aplicación de la ley de acceso a
la información y que litigó inclu-
so en los tribunales por su aplica-
ción, manifestó su preocupación
por la normativa. En un comuni-
cado, el organismo dijo que “esta
nueva norma olvida que el prin-
cipio jurídico fundamental que
sostiene este derecho (...) es que la
información se presume pública
y el secreto es la excepción”. “Este
decreto y su contenido no son el
camino. Más derecho de acceso a
la información significa más
transparencia y menos corrup-
ción”, advirtió la Fundación.

El director ejecutivo de Poder
Ciudadano, Pablo Secchi, dijo
ayer a Radio Mitre que están
“analizando” llevar el caso a la
Justicia para que “declare incons-
titucional” el decreto, a menos
—dijo— que el gobierno “se dé
cuenta que está mal lo que hizo”
y eché atrás la disposición.

Pedidos similares, sobre
los perros del Presidente

Sebastián Pilo, especialista en
derecho administrativo y miem-
bro del Consejo Asesor de la Aso-
ciación Civil por la Igualdad y la
Justicia (ACIJ), dijo que el decreto
es inconstitucional. El Ejecutivo
“no puede, por vía reglamenta-
ria, limitar o restringir derechos
que nos reconoce la ley. Ninguna
información que hasta ayer se
consideraba pública puede resul-
tar hoy inaccesible por una deci-
sión del Presidente. Por ejemplo,
la incorporación de una nueva

excepción, de carácter abierto,
respecto de información cuya di-
vulgación pudiera causar ‘daños
y perjuicios’”, tuiteó Pilo.

Funcionarios del gobierno se
han quejado de que reciben mu-
chos pedidos similares, incluyen-
do sobre los perros de Milei o so-
bre quiénes ingresan a la Quinta
de Olivos. Pero Poder Ciudadano
hizo ver que si el Ejecutivo recibe
muchas preguntas sobre un mis-
mo tema, “significa que hay un
interés público sobre esa infor-
mación”. “Publicarla en forma
activa y actualizada puede des-
trabar el requerimiento constan-
te. La información está en manos
del Estado, pero le pertenece a la
ciudadanía”, recordó. 

El Foro de Periodismo Argenti-
no (Fopea) rechazó también los
cambios y advirtió de que “impli-
can un grave retroceso democrá-
tico”, porque “desalienta la parti-
cipación ciudadana en los asuntos
del Estado y oscurece la gestión
pública”, y alertó de que “ataca
todos los principios de transpa-
rencia activa”. “Debe presumirse
como regla que toda la informa-
ción que existe en poder de órga-
nos públicos puede y debe ser di-
vulgada” y que “son los ciudada-
nos los dueños de la información
pública y no el Estado, por lo que
el permitir su conocimiento no es
una concesión discrecional de los
gobiernos sino un imperativo
normado”, insistió Fopea

La ACIJ, Poder Ciudadano y
Fopea están entre las 69 entida-
des de la sociedad civil que firma-
ron ayer un comunicado en el que
subrayan que “un decreto no
puede limitar el acceso a la infor-
mación pública” y piden al Presi-
dente dejar sin efecto la orden eje-
cutiva y que garantice el pleno ac-
ceso a la información pública. 

Excluye asuntos del ámbito privado de los funcionarios de gobierno:

Milei desata polémica tras limitar
acceso a información pública
LA NACIÓN/ARGENTINA/GDA y EFE 
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La medida fue
tomada por decreto.
Organizaciones
civiles y de prensa
advierten de un
retroceso
democrático y
piden al gobierno
dar marcha atrás.

MANIFESTANTES BLOQUEARON los accesos al Congreso para intentar frenar la votación de la reforma judicial.
T

H
E

 A
S

S
O

C
IA

T
E

D
 P

R
E

S
S

Los mexicanos salieron en
masa a las calles a tratar
de impedirlo, pero ni los
bloqueos ni las manifes-

taciones evitaron que los diputa-
dos oficialistas se reunieran para
votar la reforma judicial, una
cuestionada modificación a la
Constitución impulsada por el
Presidente Andrés Manuel Ló-
pez Obrador (AMLO) que busca
“democratizar” la Justicia y que,
según sus críticos, amenaza la se-
paración de poderes.

El Congreso amaneció blo-
queado por cientos de empleados
judiciales y estudiantes que se
apostaron para entorpecer el pa-
so de las calles que conducen al
recinto. A los paros de labores
que desde hace dos semanas
mantienen jueces y trabajadores
de juzgados federales se sumaron
ayer unos mil empleados de la
Suprema Corte y los propios mi-
nistros del tribunal.

Ante la imposibilidad de sesio-
nar en la sede legislativa como es-
taba planeado, los diputados ofi-
cialistas dispusieron hacerlo en
un centro polideportivo al este de
Ciudad de México, donde ocupa-
ron sillas de plástico dispuestas
en la cancha de básquetbol. La
oposición criticó el cambio de se-
de, amenazó con boicotear la se-
sión y, una vez iniciada, pidió
suspenderla, pero de poco sirvió
ya que la mayoría oficialista de
dos tercios le permitió comenzar
la sesión durante la tarde y recha-
zar las mociones de suspensión, y
se esperaba que aprobaran la nor-
ma en general sin problemas.

“Por nosotros se pueden ir a se-
sionar al infierno, pero aquí, en la
Cámara de Diputados, no van a
sesionar hoy (martes) ni maña-
na”, señaló Patricia Aguayo, vo-
cera de los trabajadores judiciales
en referencia a la votación en par-
ticular que debe ocurrir hoy
miércoles. “Están en su derecho.
Tienen que defender sus privile-
gios”, dijo López Obrador ayer
sobre los trabajadores de la Corte
Suprema que protestaron.

Los especialistas destacan que
el sistema mexicano requiere una
reforma ya que “tiene problemas
significativos”, según Javier Re-
yes, profesor del Instituto de In-
vestigaciones Jurídicas de la Uni-
versidad Nacional Autónoma de

México. La impunidad es uno de
los problemas más destacados: el
90% de los delitos no se denun-
cian y pocos de ellos llegan a con-
dena. Sin embargo, la mayoría
concuerda en que la vía del oficia-
lismo no es la correcta.

Amenaza a la
separación de poderes

Presentada en febrero por Ló-
pez Obrador como una de las le-
yes clave de su gobierno —que

termina el 1 de octubre—, la re-
forma judicial ha recibido un re-
chazo generalizado de miembros
de jueces, la oposición y organi-
zaciones civiles y de abogados. 

Uno de sus principales puntos
es la elección popular de jueces.
El gobierno defiende esto como
una forma de “democratizar” el
sistema, pero esto es una “fala-
cia”, de acuerdo a Reyes, quien
plantea que la elección directa
“compromete la independencia
judicial” ya que permite que sus

decisiones estén sujetas “a los
vaivenes políticos”. “Este enfo-
que podría transformar al Poder
Judicial en una extensión del po-
der político de turno”, aseguró el
experto.

“Si uno analiza los resultados
de las últimas elecciones presi-
denciales, y supone que la amplia
mayoría electoral obtenida por el
actual partido gobernante podría
mantenerse, es probable que los
candidatos promovidos por el
gobierno sean los elegidos y de

esa manera, la independencia del
Poder Judicial se vería sumamen-
te inhibida”, planteó José del
Tronco, profesor de la Facultad
Latinoamericana de Ciencias So-
ciales (Flacso).

Estos reparos son compartidos
por inversionis-
tas que temen
que la reforma
pueda “resultar
en una politiza-
ción del Poder
Judicial”, advir-
tió la consultora
británica Capi-
tal Economics.

La norma de
López Obrador
ha sido cuestionada también por
Canadá y EE.UU. El embajador
en México de este último país,
Ken Salazar, advirtió que la nor-
ma representa una “amenaza”
para la relación comercial bilate-
ral y además es un “riesgo” para
la democracia mexicana, alegan-
do que grupos criminales po-
drían aprovecharse de “jueces
inexpertos”. Este es un cuestiona-

miento recurrente, aunque los
críticos más acérrimos a la refor-
ma han ido un paso más allá y
planteado que los candidatos a
magistrados podrían ser promo-
vidos por el crimen organizado.

La Cancillería mexicana ha de-
sestimado las críticas internacio-
nales como “injerencistas” y el
propio López Obrador declaró la
semana pasada que haría una
“pausa” en el diálogo con Salazar.

El mandatario busca
asegurar su programa

Tras la votación en particular
de hoy, la reforma tiene que ser
aprobada en el Senado, donde se
espera que el oficialismo también
obtenga el respaldo que necesita.

Y es que las elecciones del 2 de
junio dejaron al gobierno con una
mayoría de dos tercios en la Cá-
mara Baja y a un voto de tener el
mismo porcentaje de senadores,
por lo que es probable que intente
usar esta fuerza legislativa para
impulsar normas que antes no le
fue posible, muchas de ellas muy
cuestionadas.

Hay 17 reformas constitucio-
nales, además de la judicial, que
el oficialismo quiere impulsar y
que abarcan desde aspectos res-
paldados transversalmente co-
mo la prohibición del maltrato
animal, hasta temas cuestiona-
dos por algunos sectores como la
prohibición del fracking, y otras
sumamente polémicas, como eli-
minar los organismos autóno-
mos o integrar la Guardia Nacio-

nal al Ministe-
rio de Defensa.
E s t a ú l t i m a
—que ya fue
a p r o b a d a e n
comisión en la
Cámara Baja—
es una de las
más resistidas
y “terminaría
de militarizar
la segur idad

pública, amplía la jurisdicción
militar a los miembros de la
Guardia Nacional, y les da a los
miembros de la Guardia Nacio-
nal (que son miembros de las
FF.AA.) la capacidad de investi-
gar delitos y hacer funciones po-
liciales”, planteó Julio Ríos-Fi-
gueroa, doctor en Ciencias Polí-
ticas y profesor del Instituto Tec-
nológico Autónomo de México.

Una de las 18 medidas que quiere impulsar el Presidente antes de dejar el gobierno el 1 de octubre:

Pese a bloqueos, Congreso avanza en reforma
de AMLO para elegir a jueces por voto popular
NICOLÁS GARCÍA DE VAL

La cuestionada norma amenaza la separación de los poderes en México, de acuerdo con los expertos.

SUSPENSIÓN
Dos jueces ordenaron
suspender el debate de la
reforma judicial, lo que
podría dificultar su
aplicación si es aprobada.

La judicial y la de la Guardia Nacional son las reformas más cuestionadas de López Obrador, pero hay
otras casi tan importantes para el mandatario.

Sistema político
Busca eliminar los 200
diputados y 64 senadores
plurinominales; elegir me-
diante voto directo a las
máximas autoridades elec-
torales y reducir a la mitad
el financiamiento ordinario a
los partidos políticos. 

Órganos
autónomos
Quiere eliminar orga-
nismos autónomos
como el Instituto Na-
cional de Transparencia
y que sus funciones
sean absorbidas por el
gobierno central.

Pensiones
Intenta revertir las
reformas a las pen-
siones aprobadas 
en 1997 y 2007, y
subir el monto míni-
mo al que tienen
derecho las personas
jubiladas.

Salud
El gobierno
busca crear
un sistema
único que
garantice la
atención mé-
dica universal
y gratuita.
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